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Fiscalía
Sección de Apoyos a Personas 
con Discapacidad y Mayores

Ref. Fiscalía: 
AL JUZGADO DE
El/La fiscal, al amparo de los dispuesto en los art. 124.1 de la Constitución, arts. 1, 3.6 y 7 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, art. 42 bis a).3 de la Ley de la Jurisdicción Voluntaria, en relación con el art. 757 LEC, promueve EXPEDIENTE DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA PARA PROVISION DE MEDIDAS JUDICIALES DE APOYO A PERSONAS CON DISCAPACIDAD, respecto de:

D/ Dña. XXX, de XXX años de edad, con domicilio en la calle XXX de XXX, tfno. de contacto XXX, email XXX
En base a los siguientes 

HECHOS 

PRIMERO.- Los informes recabados reflejan que su situación familiar es: (identificación parientes próximos, así como los que sean convivientes, en su caso, o allegados).

SEGUNDO.- Identificación y justificación de la necesidad de apoyo continuada 

El/la citado/a presenta una necesidad de apoyo continuada para el ejercicio de su capacidad jurídica concretado en que no puede XXXX (p. ej.: gestionar y administrar sus ingresos, cuentas bancarias o gestionar su patrimonio). Dichos actos resultan necesarios para la persona en orden a permitirle que pueda XXX (especificar el acto/ actos concretos que determinan la interposición de la demanda. Es decir, la dificultad/imposibilidad específica que se ha suscitado para el interesado), lo que resulta comprometido sin dicho apoyo.

La persona carece de apoyo suficiente a través de la guarda de hecho ejercida por D.XXX (en su caso) y no existen medidas de naturaleza voluntaria o se consideran insuficientes las establecidas notarialmente, debido a XXX.

Asimismo, el/la fiscal valora que no existen otras vías alternativas a la curatela a través de las cuales la persona puede obtener los apoyos que precisa. 
TERCERO.- La dificultad y/o imposibilidad de realizar tales actos por sí misma deriva de que la persona tiene una discapacidad XXX que le impide su desenvolvimiento jurídico en condiciones de igualdad, conforme a lo expresado en el hecho segundo.

CUARTO.- Durante la tramitación del proceso se propone para que ostente el cargo de Defensor Judicial a:

D./Dña. XXX (hermano, fundación, etc.) de la persona con discapacidad y a efectos de citaciones debe ser citado en calle XXX de XXX, tfno. de contacto XXX, email XXX
Si la persona tiene guardador de hecho, debe ser citado: D./Dña. XXX, en calle XXX de XXX, tfno. de contacto XXX, email XXX 
Esta persona es (hijo, esposa, hermano) de la persona con discapacidad.


QUINTO.- Igualmente, se propone que se nombre en la resolución que así lo acuerde, en principio y sin perjuicio de la prueba que se practique, a XXXX (persona física, entidad, fundación, persona jurídica) como curador. 

No existe escritura pública de autocuratela (o podría prescindirse de ella en base a XXX), de acuerdo con lo establecido en el art. 271 CC.
SEXTO.-

Elíjase una única opción, según proceda
:

OPCIÓN A. Para el caso en que para los actos concretos indicados en hecho segundo baste la asistencia, el/la fiscal debe indicar: 

Se entiende que en el caso concreto y sin perjuicio del resultado de la prueba que se practique, para los actos XXXX corresponde al curador la asistencia de la persona de modo que esta pueda desarrollar su propio proceso de toma de decisiones, informándola, ayudándola en su comprensión y razonamiento y facilitando que pueda expresar sus preferencias, de manera que precise menos apoyos para el futuro. El curador no podrá sustituir la voluntad de la persona interesada.

OPCIÓN B. Para el caso de que proceda representación
Se entiende que en el presente caso, y sin perjuicio del resultado de la prueba que se practique, dada la complejidad y naturaleza de los actos para el interesado y que no es posible determinar la voluntad, deseos y preferencias de la persona corresponde al curador su representación.

Dicha representación tiene carácter excepcional, es decir, se valora que en el presente caso el apoyo no puede darse de otro modo. 

La representación solo puede alcanzar a los actos para los que la persona precisa apoyo, atendida la necesidad concreta manifestada y referidos al momento actual en que se presentan, sin que puedan realizarse juicios prospectivos.

OPCIÓN C. Para el caso de que se entienda que procede una curatela mixta (representativa para XXX y asistencial para XXX).

La aptitud, competencia o autonomía de la persona pueden resultar comprometidas de manera más o menos intensa, según los actos de que se trate. Por ello, en el presente caso, y sin perjuicio del resultado de la prueba que se practique, se entiende que corresponde al curador la asistencia de la persona de modo que esta pueda desarrollar su propio proceso de toma de decisiones, informándola, ayudándola en su comprensión y razonamiento y facilitando que pueda expresar sus preferencias, de manera que precise menos apoyos para el futuro en relación con los actos XXXX. En estos supuestos, el curador no podrá sustituir la voluntad de la persona interesada. Sin embargo, se entiende que la curatela será representativa en relación con los actos XXXX, dada su naturaleza y complejidad para la persona. Dicha representación tiene carácter excepcional, es decir, se valora que en el presente caso el apoyo no puede darse de otro modo. Solo puede alcanzar a los actos para los que la persona precisa apoyo, atendida la necesidad concreta manifestada y referidos al momento actual en que se presentan, sin que puedan realizarse juicios prospectivos.

Para cualquiera de los casos indicados en las opciones A, B y C, incluir como corresponda:

1.- Cuando la discapacidad es sobrevenida se añadirá en la justificación de la medida de apoyo que: En orden a la necesidad de respetar la voluntad, deseos y preferencias de la persona se tome en cuenta la trayectoria vital de la persona, sus creencias y valores, así como los factores que hubiera tomado en consideración con el fin de tomar la decisión de que se trate. 

2.- Cuando la discapacidad o trastorno condiciona la expresión de la voluntad en un sentido determinado se añadirá en la motivación que: Se entiende que la voluntad expresada por la persona es una voluntad mediatizada, lo que le impide el desenvolvimiento jurídico en condiciones de igualdad y el desarrollo pleno de su personalidad. 

La autoridad judicial deberá fijar con claridad y precisión qué actos concretos deben ser realizados por representación por el curador y los que pueden requerir solo su asistencia-ayuda, sin perjuicio de que, una vez dictada sentencia, se puede iniciar un nuevo proceso para modificar el alcance de lo establecido en la misma.

F U N D A M E N T O S  D E  D E R E C H O

PRIMERO.- EN ORDEN A SU REGULACIÓN LEGAL

Serán de aplicación las normas establecidas en el Libro IV, Título I, Capítulo I y II de la LEC, modificadas por la ley 8/21, de 2 de junio, por la que se reforma la legislación civil y procesal para el apoyo a las personas con discapacidad en el ejercicio de su capacidad jurídica, presididas por la rúbrica «De los procesos sobre provisión de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad». Como dispone el Preámbulo de la ley, la reforma pretende dar un paso decisivo en la adecuación de nuestro ordenamiento jurídico a la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecha en Nueva York el 13 de diciembre de 2006, con entrada en vigor en España el 3 de mayo de 2008.

El proceso se sustanciará por los trámites del expediente de provisión de medidas judiciales de apoyo a las personas con discapacidad, art. 42 bis) LJV.
Las disposiciones de la LEC son de aplicación supletoria a los expedientes de jurisdicción voluntaria, art. 8 LJV.

SEGUNDO.- EN ORDEN A LOS PRINCIPIOS DEL PROCESO
Vendrá regido por los principios contenidos en el Libro IV, Tít. XI, Cap. I, arts. 249 y 250 CC, que contienen las «Disposiciones generales» para todas las medidas de apoyo a las personas mayores de edad o menores emancipadas que las precisen para el adecuado ejercicio de su capacidad jurídica. Asimismo, se someterá a los principios establecidos con carácter particular para la curatela en los arts. 268, 269 y 270 CC. A través de ellos, traslada la ley los postulados del art. 12 de la Convención.

La reforma contribuye definitivamente al propósito de la Convención (art. 1) de «(p)romover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto a su dignidad inherente». 

1. Sobre el principio de la igual capacidad jurídica de las personas con discapacidad se constituirán las medidas de apoyo que estas precisen para su ejercicio.

2. Las medidas de apoyo deben permitir a la persona el desarrollo pleno de su personalidad y su desenvolvimiento jurídico en condiciones de igualdad.
3. El respeto a la dignidad de la persona y la tutela de sus derechos fundamentales deben inspirar cualquier medida de apoyo.

4. La voluntad, deseos y preferencias de la persona debe ser atendida por aquellos que presten el apoyo. Es preceptivo tomarlas en cuenta, no pudiendo ser ignoradas; se debe favorecer que se exterioricen y permitir que se materialicen. Es la manera de que la persona se pueda desarrollar y expresar como individuo, fomentando sus habilidades para que precisen menos apoyos futuros.

5. Las medidas de apoyo pueden incluir funciones representativas en casos excepcionales y cuando no sea posible determinar la voluntad, deseos y preferencias de la persona, agotándose previamente las posibilidades de hacerlo.

6. Para la discapacidad sobrevenida se tendrá en cuenta la trayectoria vital de la persona, sus creencias y valores, y los factores que hubiera tomado en consideración, con el fin de haber tomado la decisión de no requerir representación.

7. Se debe velar, asimismo, para que la voluntad expresada por la persona sea manifestación de su autonomía, y represente una voluntad libre, sin abusos e influencias indebidas y para que no esté mediatizada o influenciada por la discapacidad o trastorno que pudiera tener. Corresponde a la autoridad judicial el establecimiento de las salvaguardias precisas a tales fines.

8. Otros principios o criterios rectores que rigen la curatela son los de necesidad, proporcionalidad, subsidiariedad y revisabilidad de la medida. 

Asimismo, en el art. 7 bis LJV se vierten las exigencias del art. 13 de la Convención sobre el acceso la justicia, que dispone: 

«1. En los procesos a los que se refiere esta Ley en los que participen personas con discapacidad se realizarán las adaptaciones y los ajustes que sean necesarios para garantizar su participación en condiciones de igualdad.

Dichas adaptaciones y ajustes se realizarán, tanto a petición de cualquiera de las partes o del Ministerio Fiscal, como de oficio por el propio Tribunal, y en todas las fases y actuaciones procesales en las que resulte necesario, incluyendo los actos de comunicación. Las adaptaciones podrán venir referidas a la comunicación, la comprensión y la interacción con el entorno.

2. Las personas con discapacidad tienen el derecho a entender y ser entendidas en cualquier actuación que deba llevarse a cabo. A tal fin:

a) Todas las comunicaciones con las personas con discapacidad, orales o escritas, se harán en un lenguaje claro, sencillo y accesible, de un modo que tenga en cuenta sus características personales y sus necesidades, haciendo uso de medios como la lectura fácil. Si fuera necesario, la comunicación también se hará a la persona que preste apoyo a la persona con discapacidad para el ejercicio de su capacidad jurídica.

b) Se facilitará a la persona con discapacidad la asistencia o apoyos necesarios para que pueda hacerse entender, lo que incluirá la interpretación en las lenguas de signos reconocidas legalmente y los medios de apoyo a la comunicación oral de personas sordas, con discapacidad auditiva y sordociegas.

c) Se permitirá la participación de un profesional experto que a modo de facilitador realice tareas de adaptación y ajuste necesarias para que la persona con discapacidad pueda entender y ser entendida.

d) La persona con discapacidad podrá estar acompañada de una persona de su elección desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios».
Asimismo, el art. 42. bis a) 5 LJV encomienda al letrado de la Administración de Justicia las «adaptaciones y los ajustes necesarios para que la persona con discapacidad comprenda el objeto, la finalidad y los trámites del expediente que le afecta, conforme a lo previsto en el art. 7 bis de esta Ley».

TERCERO.- EN ORDEN A LA JURISDICCIÓN

Los arts. 21.1 LOPJ y 36 LEC establecen: «Los juzgados y Tribunales españoles conocerán de los juicios que se susciten en territorio español entre españoles, entre extranjeros y entre españoles y extranjeros con arreglo a lo establecido en las Leyes y en los tratados y convenciones internacionales en os que España sea parte».

El art. 9.6, párrafo 2º CC dispone: «La ley aplicable a las medidas de apoyo para personas con discapacidad será la de su residencia habitual. En el caso de cambio de residencia a otro Estado, se aplicará la ley de la nueva residencia habitual, sin perjuicio del reconocimiento en España de las medidas de apoyo acordadas en otros Estados. Será de aplicación, sin embargo, la ley española para la adopción de medidas de apoyo provisionales o urgentes».

Asimismo, son aplicables los arts. 9 y 10 LJV relativos a la competencia internacional y ley aplicable a los expedientes de jurisdicción voluntaria en los casos internacionales. 

Artículo 9 LJV: «1. Los órganos judiciales españoles serán competentes para conocer los expedientes de jurisdicción voluntaria suscitados en los casos internacionales, cuando concurran los foros de competencia internacional recogidos en los Tratados y otras normas internacionales en vigor para España.

En los supuestos no regulados por tales Tratados y otras normas internacionales, la competencia vendrá determinada por la concurrencia de los foros de competencia internacional recogidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. En el caso de que, con arreglo a las normas de competencia internacional, los órganos judiciales españoles fueran competentes en relación con un expediente de jurisdicción voluntaria, pero no fuera posible concretar el territorialmente competente con arreglo a los criterios de esta Ley, lo será aquél correspondiente al lugar donde los actos de jurisdicción voluntaria deban producir sus efectos principales o el de su ejecución».

Artículo 10 LJV: «Los órganos judiciales españoles aplicarán a los expedientes y actos de jurisdicción voluntaria respecto de los cuales resultaren competentes, la ley determinada por las normas de la Unión Europea o españolas de Derecho internacional privado».

CUARTO.- EN ORDEN A LA COMPETENCIA OBJETIVA Y FUNCIONAL

El art. 85.1 LOPJ dispone que el conocimiento de este juicio sobre la adopción de medidas judiciales de apoyo y salvaguardias consecuentes corresponde a los juzgados de primera instancia.

El Art. 2 LJV señala: «Los Juzgados de Primera Instancia o de lo Mercantil, según el caso, tendrán competencia objetiva para conocer y resolver los expedientes de jurisdicción voluntaria».

QUINTO.- EN ORDEN A LA COMPETENCIA TERRITORIAL

Conforme al art. 2. LJV «1. Los Juzgados de Primera Instancia tendrán competencia objetiva para conocer y resolver los expedientes de jurisdicción voluntaria.

2. En los expedientes de jurisdicción voluntaria la competencia territorial vendrá fijada por el precepto correspondiente en cada caso, sin que quepa modificarla por sumisión expresa o tácita».
Asimismo, de acuerdo con el art. 42 bis a) 1. LJV: «Cuando sea pertinente la provisión de alguna medida judicial de apoyo de carácter estable a una persona con discapacidad, se seguirán los trámites previstos en el presente capítulo.
2. Será competente para conocer de este expediente el Juzgado de Primera Instancia del lugar donde resida la persona con discapacidad.

Si antes de la celebración de la comparecencia se produjera un cambio de la residencia habitual de la persona a que se refiera el expediente, se remitirán las actuaciones al Juzgado correspondiente en el estado en que se hallen».
SEXTO.- EN CUANTO A LA LEGITIMACIÓN
Es preceptiva la intervención del Ministerio Fiscal en virtud de lo dispuesto en los arts. 124.1 de la Constitución, arts. 1 y 3.6 y 7 del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal y art. 749.1 LEC.

Asimismo, el art. 3 LJV dispone: «1. Podrán promover expedientes de jurisdicción voluntaria e intervenir en ellos quienes sean titulares de derechos o intereses legítimos o cuya legitimación les venga conferida legalmente sobre la materia que constituya su objeto, sin perjuicio de los casos en que el expediente pueda iniciarse de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal».

De conformidad con el artículo 4 LJV: «El Ministerio Fiscal intervendrá en los expedientes de jurisdicción voluntaria cuando afecten al estado civil o condición de la persona o esté comprometido el interés de un menor o una persona con discapacidad con medidas de apoyo para el ejercicio de su capacidad jurídica, y en aquellos otros casos en que la ley expresamente así lo declare». 

El artículo 14 LJV, bajo la rúbrica «Iniciación del expediente» dice:

«1. Los expedientes se iniciarán de oficio, a instancia del Ministerio Fiscal o por solicitud formulada por persona legitimada, en la que se consignarán los datos y circunstancias de identificación del solicitante, con indicación de un domicilio a efectos de notificaciones».

El artículo 42 bis a) 3 LJV se refiere específicamente a los sujetos legitimados para promover este expediente: «Podrá promover este expediente el Ministerio Fiscal, la propia persona con discapacidad, su cónyuge no separado de hecho o legalmente o quien se encuentre en una situación de hecho asimilable y sus descendientes, ascendientes o hermanos.

Cualquier persona está facultada para poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser determinantes de una situación que requiera la adopción judicial de medidas de apoyo. Las autoridades y funcionarios públicos que, por razón de sus cargos, conocieran la existencia de dichos hechos respecto de cualquier persona, deberán ponerlo en conocimiento del Ministerio Fiscal. En ambos casos, este iniciará el presente expediente».
Debe entenderse como subsidiaria la legitimación del Ministerio Fiscal en cuanto a los sujetos legitimados para promover el expediente, y en relación con el objeto, pues se deben haber excluido vías alternativas de apoyo, conforme a lo dispuesto en el art. 757.1 y 2 LEC.

SÉPTIMO.- EN CUANTO AL OBJETO DEL PROCESO

La aplicación de las normas establecidas en el Cap. III bis del Título II LJV en concordancia con el art. 12 de la Convención, tendrán por objeto determinar la necesidad de apoyo concreto al ejercicio de la capacidad jurídica de la persona con la doble consecuencia de determinar los actos concretos que precisan apoyo y las salvaguardias adecuadas para el respeto a los derechos, voluntad, deseos y preferencias de la persona.

El nuevo sistema instaurado por la ley 8/2021 transita desde la incapacitación a la provisión judicial de apoyos, por lo que no precisa ni la identificación de una «causa de incapacitación» (suprimido el art. 200 CC) ni un pronunciamiento sobre la capacidad. El juicio se desdobla ahora en determinar si concurre el presupuesto de necesidad de apoyo al ejercicio de la capacidad jurídica y, en caso afirmativo, la concreción del contenido de la medida, precisada desde respeto a la autonomía y capacidades de la persona y con criterios de proporcionalidad. Las medidas de apoyo deben inspirarse en el respeto a la dignidad de la persona y en la tutela de sus derechos fundamentales. 
La curatela se configura como la medida judicial de apoyo continuado al ejercicio de la capacidad jurídica de las personas con discapacidad que opera, por tanto, bajo el criterio de subsidiariedad de otras medias efectivas de apoyo. Sólo excepcionalmente tendrá carácter representativo y sujeta a los límites marcados por el respeto a la voluntad, deseos y preferencias de la persona (arts. 249, 250 y 255 CC, in fine)
Deben tomarse en cuenta las previsiones de la propia persona en orden a la designación de curador en escritura pública (autocuratela, art. 271 LEC).

La provisión judicial de medidas de apoyo, en este caso la curatela, se complementa con la previsión de las salvaguardas necesarias, medidas de control «para garantizar el respeto de los derechos, la voluntad y las preferencias de la persona que precisa el apoyo, así como para evitar los abusos, los conflictos de intereses y la influencia indebida». Estas salvaguardas podrán establecerse en la propia resolución judicial que acuerda la medida de apoyo (curatela), o en cualquier otra posteriormente adoptada (art. 45.4 LJV). Asimismo, la sujeción a revisión garantiza que las medidas de apoyo judicialmente acordadas puedan adaptarse a las necesidades presentes de la persona con discapacidad desde el reconocimiento de su plena capacidad jurídica y como salvaguardia de su ejercicio en condiciones de igualdad [arts. 268 CC, 761 LEC y 42 bis c) LJV]
OCTAVO.- EN CUANTO A LA DEFENSA DE LA PERSONA CON DISCAPACIDAD Y AL DEFENSOR JUDICIAL 
Se atenderá a lo dispuesto en el art. 42 bis a) 4 LJV que dispone: «La persona con discapacidad podrá actuar con su propia defensa y representación. Si no fuera previsible que proceda a realizar por sí misma tal designación, con la solicitud se pedirá que se le nombre un defensor judicial, quien actuará por medio de abogado y procurador». 
Debe también tomarse en cuenta la intervención del letrado de la Administración de Justicia, de conformidad con lo dispuesto en el art. 42 bis a 5 LJV: «El letrado de la Administración de Justicia realizará las adaptaciones y los ajustes necesarios para que la persona con discapacidad comprenda el objeto, la finalidad y los trámites del expediente que le afecta, conforme a lo previsto en el artículo 7 bis de esta Ley». En consecuencia, el letrado de la Administración de Justicia debe cerciorarse de que la persona conoce los derechos que le asisten en este proceso, y en particular el de asistencia letrada, removiendo los obstáculos para que la persona pueda expresar su voluntad con los mecanismos del art. 7 bis LJV.


Asimismo, durante la tramitación del procedimiento procederá la designación del defensor judicial en la persona anteriormente propuesta. 
NOVENO.- DE LA OPOSICIÓN AL APOYO DE LA PERSONA CON DISCAPACIDAD

De conformidad con el art. 42 bis b) 5 LJV: «La oposición de la persona con discapacidad a cualquier tipo de apoyo, la oposición del Ministerio Fiscal o la oposición de cualquiera de los interesados en la adopción de las medidas de apoyo solicitadas pondrá fin al expediente, sin perjuicio de que la autoridad judicial pueda adoptar provisionalmente las medidas de apoyo de aquella o de su patrimonio que considere convenientes. Dichas medidas podrán mantenerse por un plazo máximo de treinta días, siempre que con anterioridad no se haya presentado la correspondiente demanda de adopción de medidas de apoyo en juicio contencioso. 
No se considerará oposición a los efectos señalados en el párrafo anterior la relativa únicamente a la designación como curador de una persona concreta».

Si se produce oposición se deberá atender a lo dispuesto en el art. 761 LEC: «En caso de que se produjera oposición en el expediente de jurisdicción voluntaria de revisión a que se refiere el párrafo anterior, o si dicho expediente no hubiera podido resolverse, se deberá instar el correspondiente proceso contencioso conforme a lo previsto en el presente Capítulo, pudiendo promoverlo cualquiera de las personas mencionadas en el apartado 1 del artículo 757, así como quien ejerza el apoyo de la persona con discapacidad».
Por todo lo expuesto,

El/La fiscal, interesa se tenga por PROMOVIDO EXPEDIENTE DE MEDIDAS DE APOYO respecto de D./Dña. XXX y se sirva admitirlo. Asimismo, el/la fiscal interesa el RECIBIMIENTO DEL EXPEDIENTE A PRUEBA, sin perjuicio de su ulterior ratificación y ampliación, y propone las siguientes para la COMPARECENCIA:
1.- Entrevista judicial

La entrevista judicial de la persona con discapacidad [art. 42 bis b.3) LJV] constituye el acto central del expediente iniciado para provisión judicial de medidas de apoyo y supone una garantía para el afectado en cuanto que permite acceder a la voluntad, deseos y preferencias de la persona (art. 249 CC), también en lo que concierne a la designación de la figura de apoyo. 

Dada la importancia de este acto, deben concentrarse singularmente en la entrevista los ajustes del procedimiento previstos en el art. 7 bis LJV, incluido, en su caso, el facilitador, conforme a lo solicitado por OTROSÍ I. El art. 42 bis a) 5 LJV prevé expresamente la intervención del letrado de la Administración de Justicia para que la persona cuente con los ajustes y adaptaciones necesarios.
Se garantizará que el/la fiscal esté presente en esta entrevista con la persona.

2.- Testifical

a) De los parientes más cercanos que consten y que, según la información obtenida, son D./Dña. XXX
b) De la persona en quien hubiere delegado el interesado para designar al curador, en caso de haber ejercido este derecho (art. 274 CC).
3.- Documental
a) Informes y dictamen pericial de XXX (profesional especializado del ámbito social y sanitario que aconseje la medida de apoyo que resulte idónea), así como testimonios que se adjuntan con la solicitud que aconsejan la curatela como medida de apoyo idónea, de conformidad con lo dispuesto en el art. 42 bis b).1 LJV. Todo ello, sin perjuicio de que el letrado de la Administración de Justicia LAJ recabe certificación del Registro Civil y, en su caso, de otros Registros públicos que considere pertinentes sobre las medidas de apoyo inscritas, art. 42.bis b).2 LJV.

b) Informe de la entidad pública que, en el respectivo territorio, tenga encomendada la función de promoción de la autonomía y asistencia a las personas con discapacidad, o de una entidad del tercer sector de acción social debidamente habilitada como colaboradora de la Administración de Justicia. La entidad informará sobre las eventuales alternativas de apoyo y sobre las posibilidades de prestarlo sin requerir la adopción de medida alguna por la autoridad judicial [art. 42 bis b). 2, párr. 2º LJV].

4.- Asimismo, y conforme a lo dispuesto en el art. 42 bis b) 1 LJV, se proponen las siguientes pruebas por entenderlas necesarias a practicar en la comparecencia XXX:
5.- Pericial
a) De los profesionales XXX que han elaborado el informe que aconseja la medida de apoyo, conforme a lo dispuesto en el art. 42 bis b)1 inciso último.

b) Del médico forense o equipo multidisciplinar, en su caso. 
CONTENIDO MÍNIMO DEL INFORME FACULTATIVO a practicar por el médico forense y/o equipo multidisciplinar:
A) Descripción de la discapacidad de carácter psíquico que le afecte. En ningún caso, el informe pericial incluirá un juicio sobre la capacidad de la persona, al haber sido suprimido el art. 200 CC, conforme al principio de igual capacidad jurídica consagrado en el art. 12 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. 

B) Especificación de los ámbitos que resultan afectados por la discapacidad de la persona, que sugieren la necesidad de apoyo en relación con el acto/actos de que se trate para el ejercicio de su capacidad jurídica en condiciones de igualdad
. 

⃞ 
1.- HABILIDADES DE LA VIDA INDEPENDIENTE:

⃞  
Para el autocuidado: aseo personal, vestirse, comer, desplazamiento, etc. 

⃞ 
Para actividades cotidianas: comprar, preparar la comida, limpiar la casa, telefonear, respuesta ante la necesidad de ayuda etc. 

⃞ 
2.-HABILIDADES ECONÓMICO-JURÍDICO-ADMINISTRATIVAS Y CONTRACTUALES:

⃞  
Para conocimiento de su situación económica

⃞ 
Para tomar decisiones de contenido económico: seguimiento efectivo de sus cuentas, de sus ingresos, gastos, etc.

⃞ 
Para administrar sus ingresos, especificando si el apoyo se precisa incluso para el manejo de dinero de bolsillo

⃞  
Para realizar actos de carácter económico o administrativo complejos como prestamos, enajenaciones, donaciones etc. 

⃞ 
3.-HABILIDADES SOBRE LA SALUD:

⃞ 
Para consentimiento de tratamiento médico

⃞ 
Para consentimiento de intervenciones quirúrgicas
⃞ 
Para seguimiento de pautas alimenticias 

⃞ 
Para suministro de medicación pautada

C) Si la persona es capaz de expresar su voluntad, deseos y preferencias de manera libre. Esto presupone: i) un conocimiento suficiente de la realidad sobre el acto/s que se ven concernidos; ii) que la voluntad no está condicionada o mediatizada por la discapacidad, lo que impediría el desarrollo pleno de su personalidad; iii) que la voluntad se halla exenta de influencias indebidas.

D) Si la persona precisa de ajustes del procedimiento y, en su caso, de un facilitador.

E) Asimismo, el informe deberá definir la intensidad del apoyo. Es decir, si precisa supervisión o asistencia en alguno o varios de los ámbitos concernidos por la necesidad de apoyo, o si en alguna de las citadas áreas se precisa excepcionalmente un apoyo más intenso (de representación) por no ser posible determinar la voluntad, deseos y preferencias de la persona.

Por todo lo expuesto, el/la fiscal SOLICITA DEL JUZGADO

UNO.- Que tenga por presentado este escrito y sus copias, se sirva admitirlo y por promovido expediente por el que se solicita apoyo al ejercicio de la capacidad jurídica de D./Dña. XXXX para procurar su desenvolvimiento jurídico en condiciones de igualdad. 

DOS.- Que se dicte auto que concrete los extremos objeto de este procedimiento arriba indicados, lo que comportará: i) la identificación de la necesidad de apoyo continuada C al ejercicio de la capacidad jurídica; ii) la concreción de la naturaleza o alcance de la medida que se solicita (indicación de la solicitud concreta realizada en la demanda (curatela asistencial y/o representativa); iii) los actos concretos en que el curador debe prestar apoyo, con expresa indicación, en su caso, de los que precisan representación.

En ningún caso la resolución judicial podrá incluir la mera privación de derechos (art. 269 CC, inciso último).

TRES.- Que se establezcan en el auto las medidas de control oportunas para garantizar los derechos, la voluntad, deseos y preferencias de la persona, así como para evitar abusos, conflictos de intereses e influencias indebidas (arts. 250 y 270 CC). Asimismo, se exigirá al curador informe periódico (pedirá el fiscal que al menos sea anual) sobre la situación personal y estado de administración de los bienes de la persona (art. 44 LJV). Todo ello, sin perjuicio de la facultad del Ministerio Fiscal de recabar información en cualquier momento para garantizar el buen funcionamiento de la curatela (art. 270 CC, in fine).

CUATRO.- Que se proceda a determinar el plazo de revisión, conforme a lo dispuesto en el art. 42 bis c) 1. sin que pueda exceder el plazo máximo de tres años, o de seis años si se apreciara de manera excepcional y motivada la necesidad de un plazo superior (arts. 268 CC en relación con el art. 42 bis c). Todo ello, sin perjuicio de lo establecido en la disposición transitoria quinta de la ley 8/21.
En orden a la revisión de las medidas judicialmente acordadas dispone el artículo 42 bis c) LJV:

«1.- Las medidas que se adopten en el auto que ponga fin al expediente deberán ser conformes a lo dispuesto en la legislación civil aplicable sobre esta cuestión. Tales medidas serán objeto de revisión periódica en el plazo y la forma en que disponga el auto que las hubiera acordado, debiendo seguirse el trámite contemplado en este artículo.

Cualquiera de las personas mencionadas en el apartado 3 del artículo 42 bis a), así como quien ejerza el apoyo, podrá solicitar la revisión de las medidas antes de que transcurra el plazo previsto en el auto.

2.- El Juzgado que dictó las medidas será también competente para conocer de la citada revisión, siempre que la persona con discapacidad permanezca residiendo en la misma circunscripción. En caso contrario, el Juzgado de la nueva residencia habrá de pedir un testimonio completo del expediente al Juzgado que anteriormente conoció del mismo, que lo remitirá en los diez días siguientes a la solicitud.

3.- En la revisión de las medidas, la autoridad judicial recabará un dictamen pericial cuando así lo considere necesario atendiendo a las circunstancias del caso, se entrevistará con la persona con discapacidad y ordenará aquellas otras actuaciones que considere necesarias. A estos efectos, la autoridad judicial podrá recabar informe de las entidades a las que se refiere el apartado 2 del artículo 42 bis b). Del resultado de dichas actuaciones se dará traslado a la persona con discapacidad, a quien ejerza las funciones de apoyo, al Ministerio Fiscal y a los interesados personados en el expediente previo, a fin de que puedan alegar lo que consideren pertinente en el plazo de diez días, así como aportar la prueba que estimen oportuna. Si alguno de los mencionados formulara oposición, se pondrá fin al expediente y se podrá instar la revisión de las medidas conforme a lo previsto en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

4. Recibidas las alegaciones y practicada la prueba, la autoridad judicial dictará nuevo auto con el contenido que proceda atendiendo a las circunstancias concurrentes.»

OTROSÍ el/la fiscal interesa:

I.- Procédase a realizar los ajustes y adaptaciones que sean necesarios para garantizar que la persona pueda participar en condiciones de igualdad, con intervención, en su caso, de un facilitador para que realice las tareas de adaptación a fin de que la persona pueda entender y ser entendida (art. 7 bis LJV).

Debido a la concentración en el acto de la comparecencia de diversas diligencias, esta debe prepararse adecuadamente, a fin de que en el día señalado la persona cuente con todos los ajustes que requiera su situación, y que le permitan participar en el expediente que le concierne, en cuanto protagonista del mismo. Se atenderá especialmente a las adaptaciones, no solo en lo referido a la comunicación y comprensión, sino en la interacción con el entorno. Esto exige la utilización de salas específicas, siempre que sea posible. En su defecto, se procurará adaptar el lugar en que deba desarrollarse la entrevista, dada la influencia que ejerce el entorno en las personas con discapacidad. Asimismo, se cuidará la intervención de los distintos actores en la interacción con la persona.

II.- El/La fiscal deja interesado que, antes de la comparecencia, por la autoridad judicial se recabe informe de la entidad pública que, en el respectivo territorio, tenga encomendada la función de promoción de la autonomía y asistencia a las personas con discapacidad, o de una entidad del tercer sector de acción social debidamente habilitada como colaboradora de la Administración de Justicia. La entidad informará sobre las eventuales alternativas de apoyo y sobre las posibilidades de prestarlo sin requerir la adopción de medida alguna por la autoridad judicial. Todo ello, conforme a lo dispuesto en el art. 4 bis, b), 2, párrafo segundo LJV.

III.- Que por el letrado de la Administración de Justicia se acuerde, conforme al art. 300 CC, en relación con el art. 4 ordinal 11ª Ley del Registro Civil, que la resolución judicial sobre medidas de apoyo se inscriba en el Registro Civil. 

A petición de parte, se comunicarán también al Registro de la Propiedad, al Registro Mercantil, al Registro de Bienes Muebles o a cualquier otro Registro público a los efectos que en cada caso correspondan. En el caso de medidas de apoyo, la comunicación se hará únicamente a petición de la persona en favor de la cual el apoyo se ha constituido.

Asimismo, se tomará en cuenta el art. 222.3 párrafo 2º CC a los efectos allí señalados: «En las sentencias sobre estado civil, matrimonio, filiación, paternidad, maternidad y medidas de apoyo para el ejercicio de la capacidad jurídica, la cosa juzgada tendrá efectos frente a todos a partir de su inscripción o anotación en el Registro Civil».

Fdo.

� Elija de entre las siguientes opciones, según el caso: curatela de asistencia (OPCIÓN A),�curatela representativa (OPCIÓN B), curatela mixta (OPCIÓN C).


� Hay que identificar el ámbito para los que se pide la asistencia o apoyo en la demanda. Según la esfera personal afectada deberá marcarse la casilla que resulte oportuna. 


Cuando se solicita el informe forense se debe conocer de antemano la necesidad de apoyo concreta. Ahora bien, aunque la necesidad sea determinada, se puede pedir un informe más amplio sobre habilidades de la persona, pero que no incluya un informe general, pues se insiste en que no ha de realizarse ningún juicio de capacidad al haber sido derogado el art. 200 CC.
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